Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 11 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“El señor Presidente del Senado remite oficio de la Junta Departamental de Rivera, 
adjuntando las palabras del Edil Antonio Da Rosa, pronunciadas en sesión de 9 de octubre del 
presente año, proponiendo que en Uruguay el primer apellido de los recién nacidos sea el materno. 
Fue oportunamente repartido por correo electrónico a los señores Senadores.” 


(Ingresa a Sala una delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente.) 


-La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión da la bienvenida a la Directora Nacional de 
Vivienda, asistente social Lucía Etcheverry, a la arquitecta Patricia Petit, a la doctora Isabel Olazábal y 
al contador Pedro Inda, quienes fueron convocados en función de que nos habían surgido algunas 
dudas con respecto al artículo 211 -que refiere a la autoridad de control- y siguientes del proyecto de 
ley relativo a la Constitución y Funcionamiento de las Cooperativas. Estuvimos intercambiando 
opiniones sobre la incorporación en el texto del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, ya que el Ministerio de Desarrollo Social ya estaba incluido en la ley. 


Queremos conocer su opinión acerca de esta nueva facultad de control y la forma en que va a 
instrumentarse. Como la Auditoría Interna de la Nación ya tiene facultades de fiscalización en este 
tema, surgió la duda de si no habría una superposición de competencias. 


Asimismo, nos gustaría conocer la visión del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente sobre esta nueva norma, su efectividad y las condiciones en que será cumplida. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Agradecemos que nos hayan cursado la invitación para exponer la opinión 
del Ministerio porque particularmente hemos trabajado en este proyecto de ley. 


Al recibir la citación de la Comisión, nos reunimos con el equipo de la Dirección Nacional de 
Vivienda para revisar todos los artículos que sufrirían alguna modificación. Justamente en el artículo 1% 
del proyecto de ley se mencionan algunas disposiciones cuyo alcance se vincula a la participación del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Por eso preparamos un repartido - 
que vamos a entregar a la Comisión- donde repasamos algunos de esos artículos y solicitamos la 
posibilidad de que consideren, en algunos casos, realizar un cambio en la redacción para que sean 
más abarcativos y quede más claro el alcance del Ministerio, y en otros, hacer algunos pequeños 
agregados que nos parecen importantes. 


En cuanto al artículo 26, donde se establece la naturaleza de las asambleas de las 
cooperativas -vamos a hablar de aspectos generales del cuerpo de la ley porque entendemos que para 
el caso de las cooperativas de vivienda es necesario que la Comisión considere hacer algunas 
correcciones- planteamos si sería posible incorporar que tendrán derecho a participar con voz y voto en 
la Asamblea General todos los socios activos, entendiendo por tales a los que estén al día con sus 
obligaciones económicas y las partes sociales integradas que fije la Asamblea General. Esto está 
establecido de esta manera, pero nos parece importante hacer la salvedad para las cooperativas de 
vivienda porque sus reglamentaciones internas y sus estatutos pueden avalar a que participen con voz 
en la mayoría de las instancias, pero no con voto si hay algún incumplimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay que agregar con voz y voto. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Eso es exactamente lo que proponemos. 


El artículo 31, vinculado a la Asamblea de Delegados, no nos parece aplicable a las 
cooperativas de vivienda porque cada uno de sus socios integrantes debe tener una participación 
directa y no puede nombrar delegados en la toma de decisiones que abarcan justamente la integralidad 
del desarrollo cooperativo. 


En cuanto al artículo 36, donde se habla de la composición del Consejo Directivo, 
planteamos una aclaración vinculada a cómo funcionarían los suplentes. Establecemos que debe 
hacerse una lista de suplentes respectivos u ordinales. Mantenemos la conformación de número impar, 
no inferior a tres -como establece el estatuto- es decir, Presidente, Secretario y Tesorero, pero hay 
que fijar una lista de suplentes respectivos u ordinales, de modo tal que se tenga claro cómo sería el 
procedimiento en caso de sustitución. 


Con respecto al artículo 42, donde se establece la existencia del Comité de Recursos, como 
dijimos anteriormente, esta disposición no debería abarcar o regir para las cooperativas de vivienda. 
Creemos que habría que establecer esto explícitamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es el motivo de esto? 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Las cooperativas de vivienda no tienen Comités de Recursos, sino fondos o 
gastos de administración que se regulan especificamente. Los organismos que se establecen 
estatutariamente son el Consejo Directivo, la Comisión Fiscal y la Asamblea General. 


SEÑORA PETIT.- La realidad es que las cooperativas de vivienda son pequeñas en sus dimensiones. 
Si bien la ley admite hasta 200 viviendas, prácticamente no existen más de 50 o 60 socios en una 
cooperativa. Además, tienen un fin muy específico, que es construir viviendas para sus socios. La 
participación del socio en la cooperativa es muy importante, sobre todo, en sus inicios y hasta que se 
termina la vivienda. Nos parece mejor para su funcionamiento que, ante la necesidad de presentar 
recursos contra resoluciones que haya tomado la cooperativa o en el caso de los delegados, no exista 
esa situación de interposición, sino que haya una participación directa. De hecho, así es como 
funciona y no estamos innovando en nada. Ya hemos conversado sobre esto con federaciones y 
comparten esa idea. Por eso nosotros veníamos en esa misma tónica. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Si bien no lo establecen los estatutos ni la ley -esto lo conversamos cuando 
revisamos algunas de las modificaciones- cuando se trata de aspectos importantes, como la 
integración de un nuevo socio, las facultades deben estar conferidas al Consejo Directivo; sin embargo, 
en la realidad las cooperativas funcionan en régimen de asamblea en este tipo de decisiones. En la 
práctica hay una forma de funcionamiento que garantiza la toma de decisiones y el adecuado 
funcionamiento que involucra a la totalidad de los miembros. Por lo tanto, se pretende reforzar esto. 


Por otra parte, a partir de la modificación del programa cooperativo del año 2008, la 
reglamentación establece para las cooperativas de vivienda una mayoría de integración de 50 socios 
para garantizar los niveles de convivencia y desarrollo de ese proyecto. Se trata de evitar la existencia 
de cooperativas tan numerosas que sean difíciles de regular internamente. Esas cuestiones también 
están consideradas en otras reglamentaciones. 


SEÑOR SOLARI.- Quería decir que el artículo 42 no mandata que haya un Comité de Recursos, sino 
que dice que el estatuto podrá prever su existencia. Por lo tanto, si no entiendo mal, esta redacción es 
compatible con el actual funcionamiento, que no tiene un Comité de Recursos. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Puede ser una cuestión de interpretación. No queríamos dejar zonas de 
incertidumbre, pero queda a lo que la Comisión entienda pertinente. 


En el artículo 54, que refiere a las partes sociales, planteamos una redacción alternativa que 
diría: “Las partes sociales son nominativas, indivisibles, de igual valor y transferibles solamente a las 


personas que reúnan las condiciones requeridas por el estatuto para ser socio, previa aprobación del 
Consejo Directivo. En las cooperativas de vivienda de usuarios, en caso de transferirse el capital social, 
se requerirá la previa aceptación del nuevo socio por parte del Consejo Directivo, la rescisión del 
documento de uso y goce del socio que egresa y la suscripción de un nuevo documento de uso y goce 
con el socio que ingresa”. Esto se plantea así fundamentalmente porque, en el caso de los usuarios, es 
simultáneo, es decir, las partes sociales también están asociadas al derecho de uso y goce de la 
unidad en cuestión frente a la familia que se retira. 


SEÑOR SOLAR!I.- Si entendí bien, la modificación planteada refiere a las cooperativas de vivienda de 
usuarios exclusivamente. 


SEÑORA ETCHEVERRY. - Exactamente. 


SEÑOR SOLARI.- No sé cómo habría que redactar el texto para resolver este mismo tema con 
relación a las cooperativas de vivienda de propietarios. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- En este caso, de hecho se produce en las cooperativas de vivienda de 
usuarios porque tienen el uso y goce de la unidad, y la parte social tiene estricta relación con esto. En 
las cooperativas de vivienda de propietarios hay una relación dominial diferente con la unidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las cooperativas de vivienda de usuarios son comodatos a término con 
derecho de uso. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- En realidad, es derecho de uso y goce de la unidad. De manera que 
también admite la sucesión y se trasmite por herencia. Después pasa a ser propietario individual de 
esa unidad y deja de existir como tal. Justamente la ley establece los requerimientos y los plazos 
concretos para la novación. 


SEÑORA OLAZÁBAL.- La intención de la modificación es que siempre existió la discusión de si se 
podía o no ceder la cuota, la parte social en las cooperativas de vivienda de usuarios -no así en las de 
propietarios, en las que no es necesaria una regulación porque tienen su canal previsto- ya que 
durante mucho tiempo no se aceptó la cesión de la cuota social, pero sí que pudiera haber rescisión de 
contrato de uso y goce y suscripción de nuevo contrato con el socio que ingresaba. Lo cierto es que se 
ha abierto la posibilidad de que en todas las cooperativas -no solo las de vivienda- se pueda ceder la 
cuota social como mecanismo habitual. 


En las cooperativas de vivienda se ha querido que la cesión de la cuota social, en caso de 
producirse, vaya acompañada de la rescisión del contrato de uso y goce del socio saliente -el cedente- 
y la suscripción del nuevo contrato con el socio que ingresa -el cesionario- en su lugar. No se quiere 
que haya una operación sin las otras, porque aparte de la cesión de la cuota social se adquiere el uso y 
goce de la unidad. No puede haber una cesión de cuota que no vaya acompañada de una adquisición 
y una cesión de uso y goce. Son operaciones que deben ir juntas y hacerse simultáneamente, siempre 
con la aceptación del Consejo Directivo o de la Asamblea, que es una práctica habitual por tratarse de 
decisiones importantes para la vida de la cooperativa. 


Insisto en que se quiso atar las dos operaciones para que no se produzca una sola y quede 
incompleto, por decirlo de alguna manera. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Con respecto al artículo 123, que establece aspectos patrimoniales 
vinculados a las partes sociales, pediríamos que el contador Pedro Inda lo explique. 


SEÑOR INDA.- En este caso, queremos hacer alguna modificación al texto del artículo, de modo que 
quede redactado de la siguiente forma: “Las partes sociales no podrán ser inferiores a 2 UR (dos 
unidades reajustables) y se reajustarán según dicho índice. 


En caso de haber contraído la cooperativa un préstamo hipotecario para construcción, 
adquisición, ampliación y/o reforma de viviendas, la amortización del capital de dicho préstamo será 
computada a las partes sociales de cada socio. 


Corresponden a la cooperativa las sumas que esta perciba de parte de los socios como 
compensación por cuota de administración, cuota de mantenimiento de las viviendas y servicios 
comunes. 


Se entiende por cuota de administración aquella suma de dinero que mensualmente aportan 
los socios a efectos de satisfacer los gastos de administración y desarrollo que la cooperativa requiere 
en sus etapas iniciales y de obra. Dicho concepto es equivalente al designado como “fondo de gestión' 
que recaudan las cooperativas habitadas. 


Dichos rubros, así como el pago de intereses de los eventuales préstamos hipotecarios, no 
integran las partes sociales del cooperativista y, por lo tanto, no serán objeto de restitución al egreso ni 
de reparto entre los socios". 


Básicamente, tratamos de que quede expresado en el artículo qué le corresponde al socio, 
en el momento de retirarse, de los aportes que ha efectuado, que básicamente es lo que ha pagado de 
préstamo en función del capital, y qué aspectos son gastos de la cooperativa. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- El artículo 135 referido al documento de uso y goce, tiene relación con el 
planteo de la doctora Olazábal, pero está más vinculado a la potestad y capacidad para efectivamente 
controlar -por parte del Ministerio- y aquí fundamentalmente se plantea la posibilidad de hacer un 
agregado al final del inciso que diría: “Asimismo se suscribirán documentos de 'uso y goce” 
posteriormente, toda vez que ingresen nuevos socios o se realicen cambios en la asignación de las 
viviendas a los socios dentro de la cooperativa”. Por otro lado, también sugerimos la posibilidad de que 
se incorpore al artículo que el documento de uso y goce se otorgará en instrumento público o privado y 
deberá ser inscripto en el Registro de Personas Jurídicas, Sección Registro Nacional de Cooperativas. 
Este planteo fue realizado por el Ministerio -pero también ha sido compartido en varios intercambios 
que se han llevado a cabo con las federaciones- sobre todo para tener la capacidad de corroborar y 
controlar -por el bien de todo el sistema cooperativo- y evitar situaciones no deseadas como, por 
ejemplo, que socios puedan tener más de una vivienda o participen en más de una cooperativa. Esto 
es posible en la medida en que haya una inscripción en el Registro. El Ministerio lleva su contralor y la 
Agencia Nacional de Viviendas que participa en parte de la gestión del Programa tiene su propio 
registro, pero sin duda no cuenta con un mecanismo de contralor tan eficaz como lo tiene establecido 
por competencia la Dirección Nacional de Registro. 


Este planteo está a consideración de los integrantes de la Comisión de Población, Desarrollo 
e Inclusión. 


SEÑORA OLAZÁBAL.- Quiero señalar que con esta modificación se retorna a la Ley N* 18.407 que 
así lo disponía. No se trata de una innovación desconocida para la regulación existente. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- El artículo 140 está vinculado con la exclusión de los socios y es bastante 
extenso. Sugerimos agregar una frase al final del literal A) que en su momento estaba establecida en la 
Ley N* 18.407. Me refiero a la posibilidad de que se reconsidere la integración de esa frase que diría: 
“Los estatutos y los reglamentos preverán los mecanismos de aplicación de las demás sanciones”. Los 
estatutos de las cooperativas establecen distintos tipos de sanciones de acuerdo con el acto que las 
ocasiona: leves y graves, apercibimientos, observaciones, multas y eventualmente la suspensión de 
participar por determinado período de tiempo. Por lo tanto, nos parece importante que quede 
establecida la existencia de las mismas y que se rigen por los estatutos que preexisten a la ley. 


Ahora sí vamos a referirnos al tema por el que fuimos convocados. 


El artículo 212 en adelante establece las atribuciones de la Auditoría Interna de la Nación y me 
gustaría que la doctora Olazábal hiciera referencia a las mismas. 


SEÑORA OLAZÁBAL.- El artículo 211 establece con carácter general el contralor de la Auditoría 
Interna de la Nación sobre todas las cooperativas, exceptuadas las cooperativas sociales que serán 
controladas por el Ministerio de Desarrollo Social. En realidad, hasta la aprobación de esta ley, el 
control sobre las cooperativas de vivienda era competencia del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, pero de alguna manera esa competencia se perdió al aprobarse esta ley. 
Entonces se trata de que el control sobre las cooperativas de vivienda en atención al objeto específico 
de estas cooperativas retorne a esa Cartera con las facultades en paralelo que tiene la Auditoría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que previo a la sanción de la Ley N* 18.407 el Ministerio 
era el que tenía el contralor de las cooperativas. 


SEÑORA OLAZÁBAL.- Efectivamente es así, aunque no de una manera tan reglamentada y 
específica como surge de esta ley. La Ley N* 16.112, de creación del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de 1990, ya ponía a su cargo el control, supervisión y 
fomento de las cooperativas de vivienda y de todas las entidades que actúan en materia de vivienda, 
tales como instituciones de asistencia técnica, fondos sociales, etcétera. Esto ya se daba con la Ley N* 
13.728. Quiere decir que había una trayectoria en la que el control sobre las cooperativas de vivienda 
era ejercido por un organismo específico en materia de vivienda. Entonces, se trata de retomar esa 
tendencia de control específico de las cooperativas por parte del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. Las facultades de la Auditoría no tenían este grado de regulación. Ahora el 
Ministerio tendría las mismas atribuciones que la Auditoría Interna de la Nación para con las 
cooperativas. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- El texto actual del artículo 212 establece: “A los efectos del cumplimiento de 
los cometidos de fiscalización sobre las entidades cooperativas, la Auditoría Interna de la Nación tendrá 
las siguientes atribuciones:”. Como redacción alternativa se propone: “A los efectos del cumplimento de 
los cometidos de fiscalización sobre las entidades cooperativas, la Auditoría Interna de la Nación y el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tendrán las siguientes facultades:”. 


SEÑORA OLAZÁBAL.- En realidad, se trata de una cuestión de armonización del órgano de control 
con las facultades que ya posee. 


SEÑOR INDA.- En los hechos, el detalle de atribuciones que marca el artículo 212 ya es desarrollado 
por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En muchos casos se está 
dando esa doble obligación para las cooperativas en cuanto a tener que hacer determinados trámites y 
solicitudes también a nivel de la Auditoría Interna de la Nación. Entonces, con ese nuevo agregado que 
planteó la Directora queda claro cuáles son las atribuciones del Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Quiere decir que en este momento ustedes están controlando a las 
cooperativas aun cuando no esté previsto en la ley vigente, siguiendo una práctica originada a partir de 
la creación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en 19907? 


SEÑOR INDA.- Efectivamente. También debe tenerse en cuenta que hay un aspecto económico y 
financiero de fondo ya que para un gran universo de cooperativas somos los prestadores del 
financiamiento. Eso conlleva a que debamos realizar ciertos controles, tarea que ya se estaba 
realizando. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Por otra parte, debo señalar que lo que estamos planteando aquí ha sido 
conversado y acordado con la Auditoría Interna de la Nación y con las tres principales federaciones que 
representan al sistema cooperativo. Con la Auditoría se trabajó no solamente en algunos aspectos 
vinculados a la elaboración del proyecto de ley sino también en torno a los planteos de algunas 
modificaciones. 


SEÑOR SOLARI.- La doctora Olazábal nos informó que previo a la aprobación de la Ley N* 18.407 el 
control de las cooperativas de vivienda lo tenía el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, y que antes de su creación lo ejercían las propias autoridades de vivienda. Quisiera 
saber  -y les pregunto a ustedes, que participaron de ese proceso- qué razones se esgrimieron en su 


momento para no incluir al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en el 
artículo 211 de la Ley N* 18.407. ¿Por qué se lo dejó afuera? 


Por otro lado me interesa saber cómo funciona en los hechos la competencia compartida. 
¿Se reparten determinadas áreas temáticas que controla más el Ministerio y otras la Auditoría? 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Fundamentalmente, la idea no sería -ni es el objetivo- que el Ministerio 
suplante a la Auditoría o que se atribuya funciones que le corresponden a ese organismo, sino que en 
forma reglamentada, también tengamos claramente establecidos cuáles son los mecanismos de control 
que tiene que ejercer el Ministerio en lo que es materia de su competencia. Esto no implica que esa 
autoridad pierda alguna de sus competencias; es más, en el articulado, justamente, se establece que 
no obstante esto, la Auditoría podrá realizar aquellos controles que estime convenientes. Estamos 
hablando, más que nada, de una tarea de organización y de mejora de la eficiencia a nivel de los 
organismos del Estado que tenemos relación con la temática. 


SEÑORA OLAZÁBAL.- En realidad, la razón es la especificidad del objeto y el carácter de organismo 
financiador que resaltaba el contador Inda. Estamos en una situación en la que, por un lado, es de 
estricto interés controlar la versión de los fondos públicos y, por otro, son las mismas cooperativas las 
que acuden naturalmente al Ministerio. Esa es la mecánica, es decir, que sea la Administración la que 
esté en mejores condiciones de controlar a las cooperativas y tenga un interés directo en hacerlo. 


SEÑOR SOLARI.- Insisto en la primera pregunta que formulé: ¿por qué razón se dejó fuera al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente cuando se redactó el artículo 211 de 
la Ley N* 18.407? No recuerdo que eso haya sido contestado. 


SEÑORA PETIT.- No fuimos consultados. No puedo decir exactamente las causas porque, como dije, 
no fuimos consultados; esto surgió a posteriori y mantuvimos conversaciones al respecto tanto con las 
federaciones como con la Auditoría. De hecho, seguimos haciendo el control de las cooperativas. La 
Auditoría tiene la función específica de auditar la parte que tiene que ver con lo económico y financiero 
de las cooperativas pero, en realidad, las cooperativas de vivienda tienen un alto contenido social como 
organización autogestionaria y, además, un alto contenido arquitectónico en tanto el objeto de su 
acción está en la producción de la vivienda. 


Entonces, desde ese punto de vista, el Ministerio hace un control un poco más amplio de los 
diversos aspectos de las cooperativas. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En primer lugar, quiero hacer llegar mi saludo a los visitantes que 
nos han dado la oportunidad de dialogar sobre este tema. 


Quiero centrarme en un problema que se plantea en el artículo 211, y esto es a título 
exclusivamente personal, no sin antes hacer un enfoque sobre qué es lo que se está legislando. 


En el artículo 211 establecemos quién es la autoridad que va a fiscalizar a las cooperativas; 
precisamente, en esa disposición se dice que el órgano de control de las cooperativas de vivienda va a 
ser el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


En función de la especificidad, comprendimos que esta propuesta venía con el respaldo, 
además, de los actores involucrados y, precisamente, por las razones que ustedes esgrimen. 


No obstante, nos encontramos con un problema y queremos que nos den su opinión al 
respecto. El problema es el siguiente: distintas ramas de cooperativas, por su especificidad, por su 
objeto, están siendo controladas por distintos organismos en función del contenido de las prestaciones 
o de la particularidad del objeto. Pongamos ejemplos: a las cooperativas de ahorro y crédito las 
controla el Banco Central del Uruguay, y a las cooperativas de salud -que no son un tema menor- las 
fiscaliza el Ministerio de Salud Pública. 


Entonces, dada la proliferación de objetos en materia de cooperativa y de sus especificidades 
-más allá de las peculiaridades en los estatutos y en su funcionamiento- hay objetos específicos que 
requieren la atención de los actores públicos. Es decir que la misma razón por la cual el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente está esgrimiendo la necesidad de controlar, 
también la tienen otros actores públicos o Ministerios dadas las distintas especificidades de objeto. 


Nosotros entendemos que una cosa es la sustancia, el contenido o el objeto que desarrolla la 
cooperativa y otra es el control estatutario, el funcionamiento, las asambleas y los estados contables 
que es la manera tradicional de control de las personas jurídicas. La Auditoría Interna de la Nación es 
el organismo que controla a las personas jurídicas -tanto cooperativas como sociedades anónimas- en 
los aspectos estatutarios como la reforma de los estatutos, el funcionamiento de las asambleas, 
etcétera. Lo que tiene que ver con la sustancia, el contenido o la realización del objeto -además de 
estar en la competencia de la Auditoría Interna de la Nación- queda dentro del ámbito de competencias 
de los distintos Ministerios u organismos públicos. 


Un problema que se nos plantea es por qué razón el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente tiene que controlar a las cooperativas de vivienda -cuyas razones nos 
parecen atendibles- y no se utiliza el mismo criterio para el resto de los actores públicos. Este no es un 
tema que involucre al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, pero quiero 
trasmitirles los problemas que tenemos al estar legislando una norma de carácter general. 


El otro problema es que creemos -por eso quiero que me ayuden en esto- que la Auditoría 
Interna de la Nación por su propia especificidad tiene mayor know how en el control de los aspectos 
estatutarios y de sus asambleas, fuera del objeto sobre el que tendrá competencia el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, del mismo modo que el objeto de una cooperativa 
de Salud Pública tiene que ser competencia del Ministerio de Salud Pública. La Auditoría Interna de la 
Nación no puede controlar las prestaciones o las distintas interacciones en el ejercicio de políticas 
públicas por parte de actores cooperativos porque no es su competencia. Aquí es donde se nos 
generaba un verdadero problema que de alguna manera ustedes están subsanando al agregarle 
atribuciones al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente por el artículo 212, 
porque tal cual está el proyecto de ley, tampoco queda claro cuáles son sus atribuciones. 


Las atribuciones del artículo 212 derivan de la propia naturaleza de la Auditoría Interna de la 
Nación y no de un Ministerio. Reflexionando en voz alta, si uno mira las atribuciones observaremos que 
están atadas a lo que tradicionalmente es el control estatutario, el control de los estados contables, 
etcétera, pero no se vinculan con el contenido; las obligaciones sobre el contenido y el cumplimiento 
de objeto siguen estando regidas por las políticas generales, incluso por la ley de creación del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Estoy haciendo estas reflexiones para que nos ayuden a aterrizar estos planteos teóricos, 
porque uno se inclinaría a decir que lo estatutario debería continuar bajo el control de la Auditoría 
Interna de la Nación, y el cumplimiento del objeto de las cooperativas de vivienda en cuanto a la 
consecución de sus fines estatutarios y a su inserción en el ejercicio como un actor privado cumpliendo 
políticas públicas en materia de vivienda, debería ser controlado por el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Conceptualmente son dos cosas diferentes. 


Si lo razonamos desde otro escalón, el sentido de practicidad que ustedes le ven y que tiene 
su fundamento, podría ser esgrimido por cualquier otro Ministerio. Quizás cabría preguntarse si es 
necesario transferir el control estatutario al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, porque se nos abriría la puerta para comenzar a transferir controles estatutarios e 
institucionales de cooperativas al resto de los Ministerios que tienen un objeto específico o 
cooperativas que se inscriben en el marco de sus competencias y jurisdicciones. Hay que dejar de lado 
a las cooperativas sociales que tienen estatutariamente una especificidad muy particular. 


Nosotros nos preguntamos si en ese escalón no sería conveniente volver atrás, manteniendo 
la ley y que el control estatutario lo continúe realizando la Auditoría Interna de la Nación y el control en 
materia de objeto, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


En realidad, quisiera saber cuál es su opinión en relación con el tema político institucional, ya 
que estamos hablando de dos opciones diferentes de control. Si bien las facultades de control no se 
pierden, se están transfiriendo al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 
Según la actual redacción del artículo 211, la Auditoría Interna de la Nación podría aportar los criterios 
técnicos de contralor cuando el Ministerio se lo solicite, pero deja de tener la competencia originaria de 
control. Por decirlo en términos muy poco académicos, con esta ley “se le hace un favor” a la Auditoría 
Interna de la Nación, al quitar de su control las cooperativas de vivienda; a su vez, al control actual en 
materia de política de vivienda que tiene el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, se le agrega un control de tipo estatutario y demás, que hoy sería competencia de la 
Auditoría Interna de la Nación. En lo personal, me gustaría saber qué piensan en sustancia de este 
tema. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- A partir de lo que decía la arquitecta Petit, me gustaría clarificar que en la 
primera etapa del proceso de discusión e intercambio para la elaboración del proyecto de ley, que fue 
muy extenso, el Ministerio no participó; recién fue convocado cuando había un cuerpo bastante 
elaborado con los artículos que finalmente lo conformaron. A partir de ahí nos integramos, junto con el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en el marco del asesoramiento de Jurídica en la elaboración 
del decreto. 


Por otra parte, con respecto a lo que planteaba el Senador López Goldaracena, es real que 
el Ministerio también realiza controles estatutarios, es decir, no se limita estrictamente a su objeto 
porque eso hace a la globalidad de la figura jurídica de la cooperativa de vivienda. Nosotros 
entendemos que, frente al crecimiento que ha tenido el sistema cooperativo en sus más diversas 
modalidades, no solamente las vinculadas a la producción de bienes, sino también las de trabajo, de 
servicio, etcétera, debe existir la posibilidad de que se reglamente aquello que por la vía de los hechos 
y en la práctica se viene haciendo, estableciendo con claridad las competencias con la Auditoría 
Interna de la Nación para que los controles efectivamente se hagan con eficiencia y en los tiempos 
debidos. Acá hay una sobreexigencia de la Auditoría, que a veces no puede atender la diversidad de 
situaciones que se dan. Tengamos en cuenta que no estamos hablando de un conglomerado de 
cooperativas, sino que cada una de ellas es una realidad particular y nos ha tocado actuar con la 
Auditoría en situaciones que realmente no podía atender por una cuestión de prioridades y alcances, 
ya que existían mayores competencias y conocimientos por parte del Ministerio. 


No pretendemos restar atribuciones ni alcances a lo que, por esencia, le corresponde a la 
Auditoría, sino que existe un objeto específico que hace a la política de vivienda del Ministerio y se 
puede participar en forma ordenada. Ese es el objetivo y el espíritu de lo que planteamos acá y 
también a la economista Remersaro cuando presidía la Auditoría Interna de la Nación y al equipo de 
técnicos que continuó vinculado al contralor de la personería jurídica. Nos parecía que va de suyo 
reforzar los niveles de contralor, lo cual implica obviamente tener un sistema de información muy 
actualizado y fluido entre todos los organismos competentes, pero fundamentalmente garantizando la 
eficiencia de los controles del Estado, y no para suplir o confundir los roles de uno u otro organismo. 


Lamento no ser más específica, pero en realidad este es el sustento de los planteos del 
Ministerio y de los acuerdos con la propia Auditoría, es decir, no restar sino sumarnos 
complementariamente -no subsidiariamente- a los controles que le corresponden. 


SEÑOR CONDE.- El señor Senador Solari formuló una pregunta sobre los antecedentes de la Ley N? 
18.407 y si el Ministerio había sido consultado al respecto. 


Me permito recordar que, en el momento en que se discutió la Ley N* 18.407 -en esa 
instancia ocupé una banca como Representante y participé activamente de dicha discusión- 
consideramos que esta significaba un avance fundamental para el país a los efectos de impulsar el 
sistema cooperativo como sistema y no los diferentes tipos de cooperativas, ya sea las de consumo, 
ahorro y crédito, vivienda, producción o sociales en forma independiente. Ese era el objetivo que 
buscaba la Ley N* 18.407 y, en base a él, en la institucionalidad del Estado, se buscó un centro de 
contralor que controlara y garantizara el funcionamiento de todo el sistema en base a un denominador 
común, más allá de las especificidades de cada uno de los tipos de cooperativas. De ahí que, en la 


disposición borrador, se llamó a esto Ley General de Cooperativas y se pretendía avanzar en la 
legislación de los aspectos comunes para instalar en el Uruguay un verdadero sistema cooperativo. 


La práctica de los últimos cuatro o cinco años ha demostrado cierto divorcio entre el rol 
asignado a la Auditoría Interna de la Nación y la realidad de cada una de las cooperativas, ya que 
como todos sabemos, las normas de auditoría son muy estrictas en cuanto a la legalidad, 
administración y demostración de los estados y flujos de finanzas o variaciones patrimoniales, y han 
chocado con una realidad que, a mi juicio, no es tan ordenada. El contador que integra la delegación 
que hoy nos visita debe saber que no toda materia es auditable; lo primero que hace un auditor cuando 
le dan una materia para auditar es fijarse si tiene garantías, es decir, si cuenta con información, 
métodos y demás para llevar a cabo la auditoría. 


Nos hemos encontrado con realidades no auditables porque no se contaba con información y 
documentación suficientes ni había claridad de antecedentes o una institucionalidad definida. La vida 
nos ha demostrado que es un proceso pesado y hay muchas organizaciones cooperativas a las que 
siempre les falta algún elemento o requisito para llevar a cabo la auditoría y ello demora los certificados 
y traba su funcionamiento. Ahora bien, a partir de esta experiencia, estamos tratando de elaborar una 
nueva normativa que nos permita hacer más viable y funcional este esquema y se nos han planteado 
algunas dudas que son las que les estamos trasmitiendo en este momento. 


En primer lugar, creo que la Auditoría Interna de la Nación debe seguir conservando su 
responsabilidad, o una parte de ella, en el control del sistema. No concibo un sistema que funcione 
como tal y no tenga, a su vez, un referente institucional de control. Si desapareciera el rol de la 
Auditoría Interna de la Nación, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
controlaría las cooperativas de vivienda; la Dirección General de Comercio, las de consumo y el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, las que le correspondan, como sucedía antiguamente. 
Considero que eso significaría un retroceso. 


Quiero ser muy franco en que tengo una prevención muy especial en no retroceder con 
respecto a lo que se ha alcanzado con la Ley N* 18.407 porque es un avance en la concepción del 
sistema. Si luego instituciones funcionan mal y no pueden cumplir la ley, el problema es otro. El dilema 
que se nos plantea es el siguiente: ¿corregimos las instituciones o rompemos la ley? No, tenemos que 
corregir las instituciones. Si la Auditoría no ha podido cumplir, tendrá que corregir lo necesario para 
hacerlo y si las cooperativas no pueden atender los requisitos que la Auditoría les exige, tendrán que 
prepararse para cumplirlos porque la ley se hizo para algo. 


En principio, mi posición no es decir: “Esta ley no se puede aplicar. Rompámosla”. En todo 
caso, hay que tomar nota de que a partir de la Ley ha habido superposiciones de controles de parte del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de la Auditoría Interna de la 
Nación, es decir hacen controles dobles. Creo que esto sí es sensato subsanarlo y me parece que la 
forma de hacerlo -a este respecto todos tenemos que trabajar un poco más- es perfeccionando los 
artículos 211 y 212. 


Además, el párrafo final que se propone para el artículo 211 tampoco es una buena solución 
en el sentido de que se volverán a plantear dificultades en el futuro, ya que es el mismo que estaba 
vigente para las cooperativas sociales, aunque estas forman un corpus aparte porque fueron creadas 
con posterioridad a la sanción de la Ley N* 18.407, como parte de las políticas sociales del gobierno 
anterior y no estaban enfocadas a ser un eslabón fundamental del sistema cooperativo, sino una 
herramienta de promoción social e intensificación de las políticas sociales. De alguna manera, las 
cooperativas sociales no entran en el enfoque general de la Ley N* 18.407. Si quieren mantenerse por 
vías separadas, está bien. Por decirlo de alguna manera, no estaban pensadas para esto. 


Estas disposiciones ya existían, pero una cosa es que ya rigieran para las cooperativas 
sociales y otra, querer adoptarlas ahora para las cooperativas de vivienda sin más, trasladando el 
texto, que dice: “la Auditoría Interna de la Nación podrá establecer criterios técnicos de contralor y 
cuando así lo solicite cualquiera de los mencionados Ministerios”. Se refiere al Mides y ahora se incluye 
al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Preferiría que estos campos quedaran delimitados en la ley porque surge la incertidumbre de 
cómo se coordinarán luego dos instituciones del Estado. Si el Ministerio no lo solicita, la Auditoría -de 
acuerdo a mi interpretación de este texto; hay que hilar más fino- no puede actuar. Esa sería la 
interpretación más lineal de este texto. Quiero aclarar que francamente no me convence. Prefiero que 
se establezcan las atribuciones de la Auditoría y las del Ministerio, que no haya duplicación de 
atribuciones y que, de aquí en adelante, tengamos un campo más despejado, más práctico y más 
claro. Como estamos modificando una ley, debemos aprovechar la oportunidad para dejar las cosas lo 
más claras posible. 


Con mucha humildad -sin ánimo de desconocer el trabajo de nadie- debo decir que lo que se 
está redactando no es claro. Así como el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente tiene su especificidad y hay que respetarla, la Auditoría Interna de la Nación también la tiene 
y, por supuesto, también hay que respetarla. Por lo tanto, cada uno tiene que actuar en su campo y no 
puede ser que la Auditoría actúe si la llaman, pero si no la llaman, no actúe o diga: “En esta materia 
tengo que actuar. Llámenme”. Este no es un procedimiento institucional claro. Incluso, podemos dar 
lugar a algún tipo de conflicto entre instituciones del Estado innecesariamente, más allá de que se diga 
que la Auditoría tiene más o menos interés en seguir cumpliendo esta función. Además, a mí tampoco 
me interesa si a la Auditoría Interna de la Nación le gusta o no la tarea. Si la ley dice que tiene que 
cumplirla, así debe ser, le guste o no le guste. También me hago cargo de que no tiene los recursos 
humanos suficientes para cubrir esta vastedad de trabajo. No hay que desconocer la realidad, pero la 
voluntad del Legislador es la voluntad del Legislador. 


Hecha esta fundamentación, quiero agregar que, en este caso, debemos tomar el artículo 212 
-si fuera posible- y ver qué es lo que hará el Ministerio y qué hará la Auditoría, dejando allanado el 
camino, ya que tenemos la oportunidad de discutirlo, aunque no sé si podremos hacerlo en la sesión 
de hoy porque no es tan simple. Mi intención es mostrar cuál es, a mi juicio, el camino que hay que 
recorrer. Así como la Auditoría no está cumpliendo eficazmente todo lo que el artículo 212 establece, lo 
que dice esa norma tampoco puede ser cumplido en su totalidad por el Ministerio. Por lo tanto, 
propongo que trabajemos un poco sobre este tema, de modo que tengamos claro qué parte va a 
realizar el Ministerio y qué parte corresponderá a la Auditoría; de esa forma, resultará más claro el 
procedimiento. 


SEÑORA OLAZÁBAL.- Quisiera invocar un Decreto que, si mal no recuerdo, es el N* 223 del año 
1998, que ya preveía que se podía solicitar una intervención de la Auditoría Interna de la Nación para 
casos considerados graves o de gran importancia, limitado a la solicitud concreta que se le planteara. 
Esa norma regía para el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que, si mal 
no recuerdo, también la utilizó en algunos momentos. Por lo tanto, no se trata de que tampoco se 
registre ningún antecedente de remisión a la Auditoría para casos determinados a solicitud de los 
organismos que ejercen el control. Simplemente quería recordar que existe un antecedente para esta 
norma. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- En virtud del planteamiento que se ha hecho, tratamos de incorporar al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en algunos controles vinculados a 
las cooperativas de vivienda. En el artículo 211 planteamos algunas modificaciones con respecto a las 
atribuciones en relación con los numerales del artículo siguiente. Vamos a dejar la propuesta para que 
puedan analizarla. El objetivo es clarificar qué tipo de controles haría el Ministerio. Queremos aclarar 
que, en lo que hace a las cooperativas de vivienda, tratamos de incorporar también al Instituto de 
Asistencia Técnica para que considere este asunto porque es el otro actor fundamental en el 
cooperativismo. Asimismo, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tiene 
mecanismos de contralor y evaluación, que son públicos y están reglamentados en resoluciones del 
Poder Ejecutivo y en sus propios decretos, que son los que se están publicando y, tal como está 
establecido, habría que dar a publicidad a través de las páginas institucionales. 


Por otro lado, con relación a las atribuciones, más allá de cuál sea la redacción final, 
quisiéramos que analicen la solicitud que puedan hacer los socios cooperativistas en cuanto a la 
intervención de la Auditoría o del Ministerio, ya que en el numeral 11) del artículo 212 se establece que 
el quórum mínimo es del 10% de los socios. En ese caso, nosotros proponemos aumentar ese 
porcentaje, ya que todo grupo humano tiene sus niveles de conflictividad y sus mecanismos de 
resolución. Hay algunas cooperativas en las que la cantidad de integrantes es menor, y al respecto 


recordemos que para las que producen viviendas de nueva planta el número mínimo de socios es diez 
y, si el numeral 11) quedara tal cual está redactado, tres socios podrían pedir la intervención, tanto de 
la Auditoría como del Ministerio, por un desentendimiento entre las partes. Entendemos que ese 
número debería elevarse a un 30%, de modo tal que la decisión que se está tomando sea más amplia 
en cuanto a su base de resolución por parte de los integrantes de la cooperativa, por lo que significa el 
trabajo de la intervención. 


SEÑORA PETIT.- Deseo hacer una consideración en base a la exposición que se ha realizado, que me 
resulta muy interesante porque comparto en gran medida su espíritu, al igual que lo dicho por el señor 
Senador López Goldaracena. 


Puedo hablar de las cooperativas de vivienda porque las conozco más que otro tipo de 
cooperativas. En ese sentido, quiero decir que tienen algo que quizás sea bastante particular: tienen 
una actividad, en tanto organización social, sumamente intensa en la que se toman decisiones 
importantes y de forma rápida, durante un período corto de tiempo. Las cooperativas de usuarios se 
constituyen con el objetivo de buscar una solución de vivienda para sus socios. El Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente es el único financiador de cooperativas de 
usuarios, aunque puede ser que exista algún otro caso aislado. Entonces, como organismo financiador 
hemos tratado de que el período de tiempo que transcurre desde el momento en que la cooperativa se 
constituye hasta que se concreta la vivienda para sus socios, sea relativamente corto. Hoy podemos 
decir que el lapso que va desde que se constituye una cooperativa hasta que se entrega la vivienda, 
está en el entorno de los tres o cuatro años. Durante ese período, la cooperativa prácticamente vive en 
asambleas semanales; no son asambleas ordinarias que se reúnen una vez por año sino que son 
semanales y en ellas se discuten diversos temas, desde si el dormitorio tendrá dos metros de ancho, 
hasta si la vivienda va a tener dos pisos, si va a ser un edificio, si el terreno se va a comprar o si se va 
a hacer un ahorro extra para pagar una parte. Cuando llega el momento de la obra, si son de ayuda 
mutua, se discute la cantidad de horas que va a aportar cada familia, si se permitirá que entre alguien 
a ayudarla o si puede trabajar un menor que tiene 16 años, por lo cual se habla también lo relativo al 
permiso que habría que solicitar. O sea, es una actividad muy intensa. Cada vez que la cooperativa de 
vivienda tiene un problema, entendiéndose por tal cuando sus socios deben horas o cuando se 
encuentra un pozo surgente en un subsuelo, va al Ministerio a preguntar cómo hacen para 
solucionarlo. 


Por lo tanto, el Ministerio necesita estar al tanto de las decisiones que adopte la cooperativa y 
fiscalizar sus asambleas, asegurándose de que no hay manejos en ellas ni intereses creados, 
económicos y financieros. 


Cuando la cooperativa termina la vivienda y todos descorchamos la botella, entregamos las 
llaves y la gente queda contenta, se inicia otra etapa, en la que importa la convivencia, en la que se 
establecen normas, y que discurre más lentamente en cuanto a la necesidad de tomar decisiones. 
Quizás esa es la particularidad de las cooperativas de vivienda. Imagino lo que puede ser una 
cooperativa de trabajo, donde la actividad va a perdurar todo el tiempo que sea posible y en la que se 
va registrar una dinámica con una cadencia cíclica, más allá de que siempre puede haber algún 
problema. Si se quiere, el diferencial que tienen las cooperativas de vivienda tiene que ver con el 
momento, que pueden ser cuatro o cinco años -quizás un poco más- en donde los cooperativistas 
viven para ellas, y cada vez que ocurre un problema, vienen a consultarnos a nosotros. 


Entonces, para poder anticipar los problemas o brindar una solución, necesariamente tenemos 
que estar involucrados en la fiscalización de la cooperativa. Y el otro gran actor en esa situación son 
los institutos de asistencia técnica. Quizás por eso es que vemos con mucha importancia la necesidad 
de fiscalización que, en realidad, es básicamente en la primera etapa, que es la más acuciante. 


Nada más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido muy positiva la presencia de nuestros invitados; nos han dado una 
serie de elementos que consideraremos junto con el material escrito. Por tanto, les agradecemos la 
información brindada. Esperamos que los representantes de la Auditoría de la Nación tengan una 
visión idéntica a la de ustedes. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Les dejamos documentación y les agradecemos esta oportunidad. 


(Se retiran de Sala los representantes del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente.) 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Conde.) 
(Ingresa a Sala el contador Hugo Pose, representante de la Auditoría Interna de la Nación.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del contador Pose, a quien hemos convocado una 
vez más a esta Comisión. Quiero informarle al contador que desde su última visita, que fue hace poco 
más de un mes si no recuerdo mal, hemos avanzado bastante en el análisis de este proyecto de ley. 
Ahora nos interesa tratar de concentrar la discusión en el artículo 212 que es el que fija los cometidos 
de fiscalización de la Auditoría Interna de la Nación sobre las entidades cooperativas teniendo en 
cuenta, sobre todo, que lo que aquí se plantea es pasar estas fiscalizaciones al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Entendemos que el texto que tenemos sobre la mesa no es 
claro, entonces, no se sabe si estas funciones pasan a estar compartidas entre la Auditoría Interna de 
la Nación y el Ministerio o más bien, como parece entenderse de la letra que se nos propone, que la 
Auditoría solo actuaría si el Ministerio la convoca. No queríamos terminar de redactar este artículo sin 
volver a conversar con la gente de la Auditoría Interna de la Nación y, por eso, convocamos 
nuevamente al contador Pose. 


En realidad y sin perjuicio de que el contador haga todos los comentarios que considere 
necesarios o convenientes, los puntos concretos son dos. Este mecanismo sugiere que la Auditoría 
Interna de la Nación pueda establecer criterios técnicos de contralor cuando así lo solicite el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, lo que hoy vale para las cooperativas sociales, 
pero no estamos discutiendo eso porque no nos planteamos innovar al respecto. Las cooperativas 
sociales son un capítulo aparte y lo que ahora nos preocupa es el cambio que se produce para las 
cooperativas de vivienda. Entonces, dice que “la Auditoría Interna de la Nación podrá establecer 
criterios técnicos de contralor” cuando así se lo solicite el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. No nos parece claro ese mecanismo y creemos que hay atribuciones de 
control de la Auditoría Interna de la Nación que no pueden quedar supeditados a que el Ministerio la 
llame o no, según lo que se menciona en el final del artículo 211 propuesto. 


La segunda cuestión tiene que ver con el artículo 212, que define cuáles son hoy las 
atribuciones de la Auditoría Interna de la Nación. Quisiéramos saber si esta considera que algunas de 
tales atribuciones son intransferibles y que deben continuar siendo materia específica del trabajo de la 
Auditoría. Cambiando la pregunta -quizás para hacerla más clara- nos interesa conocer si todo esto es 
trasladable al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o hay cuestiones de 
fiscalización a las que refiere el artículo 212 que deben permanecer en la Auditoría Interna de la 
Nación. 


Estas son las preguntas iniciales que queremos hacer al contador Hugo Pose, a quien mucho 
agradecemos su disposición a concurrir a esta nueva convocatoria que le hace la Comisión. 


SEÑOR POSE.- Buenas tardes y muchas gracias por recibirnos. 


Con respecto al final de artículo 211, por el que se atribuyen cometidos a los Ministerios de 
Desarrollo Social y de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, debo decir que la Auditoría 
entiende que tanto las cooperativas sociales como las de vivienda tienen un carácter específico. Por 
ejemplo, en el caso de las cooperativas de vivienda -que motivan la pregunta concreta del señor 
Presidente- entendemos que el contralor que podría hacer la Auditoría Interna de la Nación sería desde 
el momento de su constitución hasta su construcción. Después no tiene demasiado objeto que la 
Auditoría Interna de la Nación esté controlando el funcionamiento de la cooperativa, las posibles 
acciones que tome, cuando el objeto por el que fue constituida ya se cumplió, más allá de que deba 
atenerse a lo que establece la ley. Además, las cooperativas de vivienda son las más numerosas en 
todo el sistema cooperativo y el poder desarrollar una tarea de contralor adecuada implicaría un 


esfuerzo importante en materia de recursos humanos y económicos. Por eso planteamos que, al haber 
un Ministerio que se dedica específicamente a la promoción y la búsqueda de soluciones 
habitacionales para la población, estuviera bajo su órbita. 


Dentro de la serie de controles que establece el artículo 212, creo que la gran mayoría -sin 
entrar en detalles- de los cometidos que tiene la Auditoría Interna de la Nación podrían ser trasladables 
a otro organismo. 


En definitiva, aquí simplemente se están enumerando distintos cumplimientos que tienen que 
realizar las organizaciones con el Estado, cuyo contralor está delegado a la Auditoría Interna de la 
Nación. Por ejemplo, la suspensión de las resoluciones de los órganos sociales; la intervención judicial 
o la disolución y liquidación de las cooperativas generalmente tienen que ver con el cumplimiento de la 
propia ley, los estatutos y el manejo económico-financiero. Este artículo en particular se aplica en 
casos muy excepcionales. Recuerdo que en los últimos años hubo una intervención judicial en una 
cooperativa de consumo, que fue la Cooperativa de la Previsión Social; en abril de este año se solicitó 
una intervención judicial en la Cooperativa Nacional de Ahorro y Crédito - Cofac- y hace cinco o seis 
años se solicitó una intervención judicial -no estoy seguro de ello- de la Cooperativa Cash. Insisto en 
que este es un instrumento que se aplica excepcionalmente; el organismo de contralor tiene que haber 
detectado irregularidades importantes para solicitarlo y, además, debe determinarlo el juez competente. 
No lo establece la Auditoría Interna de la Nación, sino que es una solicitud que hace el organismo de 
contralor frente al Poder Judicial. 


Respecto a este punto, tengo dudas sobre si el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente debería hacer el control, porque básicamente no es un organismo de 
contralor del Estado. En el resto me parece que sí puede actuar el Ministerio, porque se trata de lo que 
las cooperativas deben hacer normalmente: hacer sus balances, publicar sus asambleas, los 
resultados de estas mismas, etcétera. Considero que no es una tarea que el Ministerio no pueda 
cumplir y entiendo que se puede transferir. Reitero que tengo dudas sobre este numeral 7). 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Antes que nada quiero agradecer nuevamente la visita del 
contador Pose. 


Quisiera formular una pregunta con relación al comentario que realizaba sobre el numeral 7) 
del artículo 212, que claramente refiere a incumplimientos estatutarios fuertes, complejos o graves. 
Imaginemos un escenario futuro. En la reciente visita que realizaron las autoridades del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, uno de los problemas y necesidades que 
plantearon fue precisamente el control de la etapa previa a la construcción. Señalaron que, en esa 
instancia, las cooperativas viven prácticamente en asamblea permanente y el propio Ministerio es el 
financiador de los emprendimientos. Entonces, imaginando un escenario en el cual el control fuera 
ejercido por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, que pasaría a ser el 
órgano de fiscalización primario, ¿no sería adecuado que las atribuciones relativas a la auditoría de los 
estados contables, el establecimiento de los planes de cuenta y los formatos de presentación de los 
estados contables, notas y anexos, las siga realizando la Auditoría Interna de la Nación, en lugar de 
trasladarlas a dicho Ministerio? 


Aclaro que no estoy realizando ninguna afirmación. Imagino un escenario y pido su opinión 
porque estoy hablando exclusivamente de los aspectos contables. Pensemos en la cooperativa de 
vivienda siendo financiada y fiscalizada por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. ¿No sería bueno o aconsejable que la auditoría de los estados contables -no me refiero a la 
fiscalización de las asambleas o a otros aspectos- la lleve a cabo el órgano especializado del Estado y 
no el Ministerio? 


SEÑOR POSE.- Hay un tema de oposición de intereses y me parece muy atinada la pregunta del señor 
Senador. Desde el punto de vista específicamente técnico, el planteamiento es absolutamente correcto; 
digo esto como profesional de Ciencias Económicas, independientemente de que hoy represente a la 
Auditoría Interna de la Nación. El tema es poder ejercer ese control en condiciones que permitan el 
funcionamiento de las cooperativas y de la propia Auditoría. Por eso al principio planteé que muchas 
veces tenemos determinadas obligaciones legales que nos imponen ciertos requisitos. Si vemos, por 


ejemplo, que una cooperativa viene con un dictamen limpio de Auditoría durante varios años, no digo 
que no haya que controlarla, pero creo que habría que centrarse en puntos claves sin entrar en 
aspectos específicos como establecen la ley y el decreto reglamentario, que nos llevan a realizar una 
fiscalización muchísimo más amplia sobre determinados detalles, tanto en el balance como en el 
cumplimiento de los principios cooperativos, que insumen recursos humanos y materiales. 


Concretamente, sería más lógico y correcto que la parte de fiscalización contable la pudiera 
ejercer la Auditoría Interna de la Nación; desde el punto de vista técnico lo mejor sería que el control lo 
hiciera un órgano independiente al que presta el servicio para que se cumpla el objeto. En muchos 
casos, el Ministerio no solamente va a autorizar el estatuto, sino también el crédito correspondiente 
para la construcción. Entonces, por una oposición de intereses sería mejor que la fiscalización la 
hiciera la Auditoría Interna de la Nación. No creo que haya discusión sobre este asunto desde el punto 
de vista técnico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que lo manifestado por el contador Pose coincide con el enfoque del 
Ministerio en cuanto a que el rol de la Auditoría Interna de la Nación, en el caso de las cooperativas de 
vivienda, sería importante, sobre todo, en toda la primera etapa, es decir, desde la constitución hasta la 
ocupación, y luego sería menos relevante. En esta primera etapa -que no es menor, porque suele durar 
cuatro, cinco o seis años y es cuando se maneja la administración del crédito de todo proceso 
constructivo- ¿cuáles serían las funciones que se consideran más importantes y que la Auditoría 
debería conservar dentro de sus facultades? 


SEÑOR POSE.- Creo que todo lo que tiene que ver con los estados contables de la cooperativa es 
relevante y que lo más importante es controlar durante todo el proceso para que la cooperativa cumpla 
con su objeto. Me parece que esto es lo central: tanto el otorgamiento del crédito como la aplicación de 
los fondos recibidos. En grandes trazos, creo que ahí está lo fundamental porque las cooperativas de 
vivienda se constituyen con ese objeto específico y tienen que cumplir con determinadas cuestiones 
adicionales, además de la construcción de la vivienda en sí. 


En definitiva, me parece que el tema pasa por el aspecto económico - financiero de la 
constitución de la cooperativa. 


SEÑOR SOLAR!I.- Antes que nada, quiero agradecer la presencia del contador Pose. 


Queda claro que la función de fiscalización tiene que estar basada en una contraposición de 
intereses porque, si bien aquí estamos hablando de la fiscalización de las entidades cooperativas, en la 
medida en que estas actúan muy en consonancia con una dependencia del Estado, en definitiva, la 
fiscalización comprende a ambas partes. 


Una segunda observación que quiero hacer tiene que ver con el primer inciso del artículo 211 
que establece, como principio general, que “La fiscalización sobre las cooperativas estará a cargo de la 
Auditoría Interna de la Nación”, pero a continuación dice “excepto respecto de las cooperativas sociales 
y de las cooperativas de viviendas”. Desde mi punto de vista -aunque no soy abogado- creo que este 
texto es bastante claro en idioma español y de él se desprende que las cooperativas sociales y las de 
vivienda son removidas totalmente de ese universo. 


Luego, en el segundo inciso se abre una especie de puerta y establece que “la Auditoría 
Interna de la Nación podrá establecer criterios técnicos de contralor y, cuando así lo solicite cualquiera 
de los mencionados Ministerios, ejercerá funciones de fiscalización en esas cooperativas”. 


En lo personal, no estoy de acuerdo con el primer inciso y tampoco con el segundo porque 
creo que se saltea la contraposición de intereses que tiene que existir y, además, ignora la 
especificidad de la función que debe tener un auditor, ya que no cualquiera puede serlo sino que se 
requiere una preparación adecuada. 


Con respecto a las atribuciones, y tratando de pensar en una fiscalización compartida donde 
hubiera rasgos más técnicos que estuvieran a cargo de Ministerios específicos -estoy hablando en 


términos generales y no solamente desde el punto de vista de la vivienda- y aspectos contables, de 
administración y de gestión que no pudieran ser delegados, pediría que el contador Pose nos diera su 
opinión porque parecería que los numerales 3), 4), 5), 6), 9) 10) y 11) del artículo 212 serían 
indelegables por la contraposición de intereses y el numeral 7), por la especificidad y la gravedad de 
las situaciones que se plantean cuando se solicita la intervención judicial. 


Me gustaría escuchar una reflexión del contador Pose con respecto a cómo funciona la 
Auditoría Interna de la Nación con otros Ministerios que tienen a su cargo cooperativas con una 
finalidad específica, por ejemplo, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, en cuya órbita hay 
cooperativas de producción agrícola, o el Ministerio de Salud Pública, que abarca a cooperativas de 
salud. 


SEÑOR POSE.- En el caso de las cooperativas que estaban bajo la órbita del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca pasaron directamente a la órbita de la Auditoría Interna de la Nación; al día de hoy 
no compartimos ningún control con ese Ministerio. 


Con respecto a las cooperativas de asistencia médica, sus competencias quedaron bajo la 
órbita de la Auditoría Interna de la Nación, excepto las que se convirtieron en JAMPP. La razón por la 
cual no están bajo nuestra órbita es porque tienen una personería jurídica distinta a la de una 
cooperativa. El resto están bajo nuestra órbita tanto desde el punto de vista del cumplimiento de la ley, 
el estatuto y los principios cooperativos como desde el punto de vista contable. 


En relación al planteo del señor Senador Solari, creo que todo lo que tiene que ver con la 
parte contable -la operativa económica financiera de la cooperativa- debería, por un tema de oposición 
de interés, estar fuera del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
básicamente hasta la conclusión del objeto. 


En cuanto al numeral 9) es una atribución porque, como nuestras actuaciones son 
reservadas, nos habilita a comunicarlo a otros organismos del Estado para que lo tengan en cuenta en 
actuaciones que vaya a realizar la cooperativa en otros organismos. 


En cuanto a las sanciones administrativas, no necesariamente tendrían que ser de 
aplicación de la Auditoría; en realidad, entiendo que cuando se viola la normativa vigente cualquier 
organismo del Estado está habilitado para aplicar sanciones. 


Por su parte, las fiscalizaciones de oficio generalmente tienen que ver con la parte 
económica financiera de las cooperativas. Es más, las comisiones fiscales pueden solicitar una 
fiscalización de oficio, lo cual está establecido en la ley. 


Creo que el tema de las sanciones es mucho más discutible y coincido en que, por una 
cuestión de oposición de intereses, sería adecuado mantener la parte contable bajo la órbita de la 
Auditoría Interna de la Nación. Lo mismo opino sobre los numerales 9) y 11). 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En relación con el numeral 3), visualizando el escenario futuro de 
proyección, quizás habría que acotarlo y esto está determinado por la expresión “estados contables”. 
Digo esto porque dicho numeral expresa: “Realizar las auditorías sobre los estados contables y el 
cumplimiento de las disposiciones legales, reglamentarias y estatutarias”. Si el texto quedara así y esto 
se aplica a la Auditoría Interna de la Nación, pasa a tener control absolutamente sobre todo, 
excediendo lo contable. Hago esta aclaración simplemente para que conste en la versión taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Confiamos en que, dadas las informaciones que nos ha brindado hace unos 
instantes el Ministerio y ahora la Auditoría Interna de la Nación, podremos avanzar en dilucidar los 
artículos 211 a 214, sin tener que llamar nuevamente a nuestros invitados. 


Agradecemos mucho la presencia en el día de hoy del contador Pose. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 51 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


